SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 027 
RADICACIÓN: 660013109000320190000501
ACCIONANTE: JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO Y BUEN NOMBRE / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PERJUICIO IRREMEDIABLE / OBLIGACIÓN DE APORTAR INFORMACIÓN PEDIDA POR LA ENTIDAD A LA QUE SE SOLICITÓ CORREGIR SU BASE DE DATOS.
De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
… se tiene que el señor JUAN AGUIRRE no ha cumplido el requerimiento que le hizo el banco DAVIVIENDA con el fin de actualizar la información, toda vez que a la fecha no ha aportado a dicha entidad las copias de las sentencias de primera y segunda instancias que definieron su situación jurídica -que de acuerdo a sus dichos lo absuelve de cualquier responsabilidad en la comisión de un delito asociado con lavado de activos y financiación al terrorismo-. Por tanto, le corresponde al accionante aportar los documentos referidos para que la entidad financiera pueda actualizar su base de datos.

Pero además, en caso de que el Banco DAVIVIENDA no atienda la solicitud del actor, una vez él aporte la información requerida, bien puede acudir a la justicia ordinaria o a la delegada para asuntos jurisdiccionales de la SUPERFINANCIERA, para que se emita la decisión respectiva contra el Banco, como quiera que el juez constitucional no puede invadir competencias previamente otorgadas por la ley a otras autoridades, máxime cuando no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
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Magistrado Ponente

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (01) de marzo de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación No. 205
                                                  Hora: 1:15 p.m.
1.- VISTOS

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, a consecuencia de la acción de amparo promovida contra el BANCO DAVIVIENDA, la UNIDAD DE INFORMACIÓN DE ANÁLISIS FINANCIERA –en adelante UIAF- y la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA –en adelante SUPERFINANCIERA-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de la información aportada en el escrito de tutela se puede sintetizar así: (i) en abril 03 de 2018 el señor JUAN AGUIRRE se acercó al Banco DAVIVIENDA sucursal El Lago con el fin solicitar el pago de un giro procedente de USA; (ii) la persona que lo atendió le manifestó que no podía pagar el giro y que para conocer la razón debía realizar una solicitud por escrito; (iii) por lo anterior, en abril 04 de 2018 radicó un derecho de petición ante la entidad bancaria y recibió respuesta en abril 06, en la cual le informaron que se encuentra reportado en la base de datos SARLAFT debido a un artículo del periódico El Espectador de febrero 14 de 2014 que lo relaciona en un proceso penal; (iv) en noviembre 24 de 2014, un juez de la República de Colombia lo declaró inocente de los hechos relacionados en el artículo noticioso, decisión que fue confirmada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca; (v) la base de datos es administrada por la UIAF, razón por la cual, en junio 05 de 2018 presentó un derecho de petición en el cual solicitó se actualizara la información, pero la entidad emitió una respuesta con evasivas y sin dar una solución de fondo a su solicitud; (vi) ante la negativa de las entidades, en mayo 05 de 2018 radicó una queja ante la SUPERFINANCIERA, sin embargo, la entidad no resolvió su solicitud; y (vii) las entidades financieras y del Estado se basan en noticias amarillistas las cuales no tienen ningún soporte jurídico 
Con fundamento en lo anterior solicita el amparo de los derechos al debido proceso, dignidad humana y buen nombre; y, en consecuencia, se ordene a las entidades responsables resolver de fondo su petición, es decir, rectificar y actualizar la base de datos.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que procedió a vincular a las entidades accionadas, las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:
- El Coordinador Grupo Contencioso Administrativo de la SUPERFINANCIERA señaló que el señor JUAN AGUIRRE en mayo 05 de 2018 radicó ante esa entidad una queja contra DAVIVIENDA ante la negativa de dicho banco en brindarle un servicio financiero –el pago de un giro en moneda extranjera-. En la misma fecha requirieron al banco con el fin de que brindara información al respecto, y en mayo 15 de 2018 la entidad financiera dio respuesta al requerimiento y en ella planteó que el señor AGUIRRE RIAÑO debe allegar copia de la sentencia absolutoria a la cual hace mención en la petición.
Por lo anterior, le contestaron al accionante que el banco atendió la petición presentada por él, y en caso de considerar que la respuesta no dio solución a su reclamación puede acudir ante la jurisdicción ordinaria o ante la delegada para funciones jurisdiccionales de la SUPERFINANCIERA.

Solicitó que se desvincule de la acción de tutela y se niegue el amparo pretendido por el accionante.

- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica UIAF manifestó que el sistema de riesgos de lavado de activos y financiación del terrorismo ARLAFT no es en esencia una base de datos. Además de lo anterior, los delitos por los que fue absuelto el accionante no son delitos fuente de lavado de activos, por tanto, la solicitud que eleva el señor JUAN AGUIRRE debe resolverla el banco y no la UIAF.
- El apoderado judicial del Banco DAVIVIENDA indicó que el señor JUAN AGUIRRE se acercó a las oficinas del banco a cobrar un giro internacional por remesa familiar, el cual no pudo ser entregado toda vez que el accionante se encuentra referenciado en noticias públicas relacionadas con lavado de activos, y el banco está sometido a cumplir los parámetros del sistema de administración del riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo SARLAFT.

El SARLAFT es preventivo y las entidades financieras dentro de su autonomía pueden establecer mecanismos y procedimientos que permitan mitigar la posibilidad de ser utilizadas para el blanqueo de capitales, entre ellos la verificación de originadores y destinatarios de las operaciones que se pretenden realizar a través de los canales del banco, por lo tanto, la información negativa que existe en medios de comunicación sobre el señor JUAN AGUIRRE fue un elemento fundamental que el banco no pudo desconocer para no autorizar la operación.
El banco no está imputando responsabilidad al usuario y la decisión de no autorizar la operación obedeció al estudio de riesgo que se realizó en ese momento.
A la solicitud del cliente se dio una respuesta clara y específica, sin embargo, se solicitó al señor JUAN AGUIRRE allegar la documentación que pudiera aclarar y actualizar la información respecto a su situación jurídica, lo que hasta la fecha no ha hecho.

No se está afectando el buen nombre del accionante, por cuanto la entidad no ha emitido a través de sus canales algún tipo de información que se refiera a su situación jurídica, ni se han realizado afirmaciones que puedan afectar su reputación.

Concluye que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental al accionante y la acción de tutela no debe prosperar frente a sus pretensiones.
3.2.- Dentro del término constitucional y legal (febrero 04 de 2019) el despacho emitió fallo en el cual declaró improcedente el amparo invocado, al considerar que el accionante no ejerció la acción constitucional en un término razonable, toda vez que transcurrieron 9 meses desde la fecha en que el Banco DAVIVIENDA se negó a entregar el giro que reclamaba el señor JUAN AGUIRR, por tanto, no se cumplió con el principio de inmediatez. Además de lo anterior, el actor cuenta con otro medio de defensa judicial; bien sea la justicia ordinaria o la delegada para funciones jurisdiccionales de la SUPERFINANCIERA.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante dentro del término de ley se mostró inconforme con lo decidido y señaló que el juez desconoció los hechos que argumentó en la acción de amparo. Indicó que el haber acudido a la acción de tutela nueve meses después no fue por decidía, ni mucho menos por falta de interés, porque durante dicho tiempo lo que hizo fue agotar todos los medios a su alcance para lograr la protección de sus derechos, sin necesidad de acudir a un despacho judicial, por ese motivo acudió a través de un derecho de petición ante DAVIVIENDA para que la entidad bancaria subsanara el daño y actualizara la base de datos, a lo que el banco se negó. 
Ante la negativa de la entidad, acudió a la SUPERFINANCIERA como autoridad encargada de controlar y vigilar a las entidades bancarias, pero dicha entidad se demoró seis meses para resolver su solicitud y emitió una respuesta eludiendo su responsabilidad.

Por lo anterior, acudió a la Unidad de Información de Análisis Financiero para que tomara cartas en el asunto, pero también contestó con evasivas y sin dar ninguna solución de fondo.

El tiempo para interponer la acción de tutela fue oportuno y razonable.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente el amparo solicitado por el señor JUAN AGUIRRE. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos que lo pide la recurrente. 
5.2.- Solución

En el presente caso, el ciudadano JUAN AGUIRRE concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales al debido proceso y al buen nombre, como quiera que por parte del Banco DAVIVIENDA no se ha realizado la actualización de la base de datos del Sistema de Administración de Riesgos de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo –SARLAFT- en la cual se indique que fue absuelto de un delito que presuntamente tiene relación con ese tipo de conductas.
De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional se plasmó lo siguiente: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Ahora, la principal pretensión del accionante es que por vía de tutela se ordene al Banco DAVIVIENDA actualizar la base de datos del Sistema de Administración de Riesgos de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo –SARLAFT-, sin embargo, el entidad financiera informó que el señor JUAN AGUIRRE debe aportar copia de la actuación judicial mediante la cual resultó absuelto de la conducta punible que se encuentra registrada en dicha base de datos, empero el actor a la fecha no ha aportado la documentación respectiva.

Por su parte, la SUPERFINANCIERA manifestó que el actor puede acudir a través de la justicia ordinaria o la delegada para funciones jurisdiccionales de la SUPERFINACIERA, para reclamar la protección que en esta acción constitucional solicita.

Así las cosas, se tiene que el señor JUAN AGUIRRE no ha cumplido el requerimiento que le hizo el banco DAVIVIENDA con el fin de actualizar la información, toda vez que a la fecha no ha aportado a dicha entidad las copias de las sentencias de primera y segunda instancias que definieron su situación jurídica -que de acuerdo a sus dichos lo absuelve de cualquier responsabilidad en la comisión de un delito asociado con lavado de activos y financiación al terrorismo-. Por tanto, le corresponde al accionante aportar los documentos referidos para que la entidad financiera pueda actualizar su base de datos.
Pero además, en caso de que el Banco DAVIVIENDA no atienda la solicitud del actor, una vez él aporte la información requerida, bien puede acudir a la justicia ordinaria o a la delegada para asuntos jurisdiccionales de la SUPERFINANCIERA, para que se emita la decisión respectiva contra el Banco, como quiera que el juez constitucional no puede invadir competencias previamente otorgadas por la ley a otras autoridades, máxime cuando no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable.

Por lo anterior, como quiera que la acción de tutela no se erige como la vía por la cual el señor JUAN AGUIRRE puede buscar la protección de los derechos que considera vulnerados –debido proceso y buen nombre-, se confirmará la improcedencia de la acción de tutela.
No obstante lo anterior, se aclara que la improcedencia de la acción de tutela radica en que el actor no ha agotado el trámite ante la entidad bancaria, pero además por la existencia de otro medio de defensa judicial, y no por la inmediatez como lo argumentó el juez de primer nivel, aunque el actor acudió a esta acción constitucional nueve meses después de la decisión que había tomado DAVIVIENDA -de no entregar un giro procedente de otro país-, ya que lo que reclama en este momento no es el pago del giro sino la corrección de la información que reposa en la entidad financiera. Adicionalmente, si bien el actor ejerció la acción de amparo varios meses después de esa negativa, quedó demostrado que durante ese tiempo presentó derechos de petición ante DAVIVIENDA, la FIDUPREVISORA y la UIAF, es decir, que al menos sí quedó justificado el término que utilizó para presentar la acción de tutela.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La secretaria de la Sala,

OLGA LUCÍA FLÓREZ RENDÓN 
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300 de 2004, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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